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Resumen
Hasta el momento, tanto en España como en el resto de países de la Europa meridional, la atención a las
personas mayores dependientes se ha considerado implícitamente un problema de índole privado que debía
ser resuelto por las familias. No obstante, a raíz de la aprobación de la nueva Ley de Dependencia (LD),
se han sentado las bases para la creación en España de un sistema público de atención a la dependencia de
corte universal. En este contexto, a través del desarrollo de un modelo de microsimulación, el principal ob-
jetivo del artículo es valorar distintos esquemas de intervención pública que plantean unos niveles de co-
bertura superiores a los existentes antes de la LD.
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Clasificación JEL: I18 y J14.
1. Introducción
El proceso de envejecimiento demográfico que previsiblemente van a experimentar los
países desarrollados durante las próximas décadas constituye uno de los fenómenos cuyas
consecuencias sociales y económicas suscitan una mayor preocupación. En este sentido, a
los debates ya clásicos sobre la sostenibilidad futura de los sistemas públicos de pensiones
(Jimeno et al., 2006) y atención sanitaria (Ahn et al., 2005), se ha sumado más recientemen-
te la discusión en torno a cómo proveer y financiar la atención que necesitan aquellas perso-
nas mayores que no pueden valerse por si mismas.
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sión es únicamente responsabilidad del autor.Hasta el momento, tanto en España como en el resto de países de la Europa meridional,
el modo en que se han satisfecho las necesidades de las personas dependientes se ha carac-
terizado por el papel predominante de la familia como principal fuente de ayuda (OCDE,
2005). El extraordinario vigor de este modelo familiarista, sin duda propiciado por las bajas
tasas de participación laboral de las actuales cohortes de mujeres de mediana edad y de sus
predecesoras, ha sido el que ha permitido hasta la fecha una actuación por parte del sector
público de carácter subsidiario: sólo cuando la familia se desentendía, claudicaba o no exis-
tía, y siempre de acuerdo a la capacidad económica de la persona mayor, se ha procedido a
financiar públicamente las asistencia requerida (Edad & Vida, 2004).
En los últimos años, siguiendo la estela de los países escandinavos, que contaban desde
hacía tiempo con sistemas públicos de atención a la dependencia de amplía cobertura, han
sido varios los países europeos –p.e. Alemania, Francia y Austria– que han optado por uni-
versalizar los servicios sociales de atención a la dependencia (OCDE, 2005). En nuestro país,
con la aprobación a finales de 2006 de la denominada Ley de Dependencia (LD), se han sen-
tado las bases para el desarrollo de un nuevo Sistema de Autonomía y Atención a la Depen-
dencia (SAAD) que se prevé esté totalmente implantado en el año 2015 (Casado, 2007).
El desarrollo en los próximos años del SAAD va a suponer cambios importantes en la
manera en que nuestra sociedad atiende las necesidades asistenciales de las personas depen-
dientes. Así, en claro contraste con la situación actual, caracterizada por la existencia de
“pruebas de medios” para acceder a unos servicios públicos de atención a la dependencia es-
casamente desarrollados, la creación del nuevo SAAD supone avanzar hacia un modelo de
acceso universal en el que sólo el grado de dependencia actúa como criterio de elegibilidad.
No obstante, si bien todas las personas con cierto nivel de dependencia se van a convertir en
beneficiarias del SAAD, la intensidad de la cobertura va a ser distinta en función del nivel
de renta de los beneficiarios (Casado, 2007): tanto en el caso de quienes reciban prestacio-
nes económicas (moduladas por renta) como en el de los usuarios de servicios, pues la LD
prevee la existencia de copagos variables según la capacidad económica de los beneficiarios. 
La Ley de Dependencia, si bien ha fijado las lineas maestras del nuevo SAAD, deja la
concreción de los aspectos operativos del mismo a desarrollos normativos posteriores, que
deberan ser pactados entre el Gobierno Central y las CCAA, como por ejemplo la definición
de los distintos grados de dependencia, la intensidad de las prestaciones económicas y en es-
pecie según dichos grados, así como el papel que va a jugar la renta de los individuos en la
modulación de uno y otro tipo de prestaciones.
En este contexto, a través del desarrollo de un modelo de simulación construido a partir
de los microdatos Encuesta de Discapacidades, Deficiencias y Estado de Salud (INE,
1999)1, el objetivo del presente trabajo es valorar las consecuencias presupuestarias y distri-
butivas de distintos esquemas que plantean unos niveles de cobertura pública superiores a
los que existían antes de la promulgación de la LD. La valoración de tales alternativas, ade-
más de por el volumen de recursos públicos que su puesta en marcha precisaría en cada caso,
se efectúa teniendo en cuenta la intensidad con que cada una de ellas lograría atenuar las con-
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la dependecia de las personas mayores2; en concreto, a partir de los indicadores propuestos
por Wagstaff y Van Doorslaer (2003), se analiza hasta qué punto la asunción de pagos pri-
vados de atención formal de distinta cuantía llevan a un hogar con ancianos dependientes a
una situación de pobreza (empobrecimiento) o a una situación de merma de la capacidad de
consumo o nivel de vida (catastrofismo).
El trabajo se estructura de la siguiente manera. El apartado 2 presenta las principales ca-
racterísticas del modelo de simulación propuesto. En el apartado 3, tras presentar en qué con-
sisten las medidas de empobrecimiento propuestas por Wagstaff y Van Doorslaer, se anali-
zan los efectos empobrecedores de distintas alternativas de intervención pública y se los
compara con los que se registrarían en ausencia de intervención estatal. Las distintas políti-
cas evaluadas difieren entre sí con respecto al papel que el grado de dependencia y la situa-
ción económica juegan en la determinación de: i) la condición de beneficiario del sistema
público, y ii) la intensidad de las prestaciones que se reciben en cada caso. En el apartado 4
se evalúan dichas políticas alternativas no sólo con respecto al empobrecimiento, sino tam-
bién en relación a su impacto catastrófico. Por último, en el apartado 5 se presentan las prin-
cipales conclusiones del análisis y sus limitaciones, así como las posibles líneas de investi-
gación a seguir de cara al futuro.
2. Características básicas del modelo de simulación
2.1. Planteamiento general
El objetivo del presente apartado es desarrollar un modelo de simulación para tratar de
valorar distintas alternativas de intervención pública, a nivel comunitario3, que difieren entre
si en cuanto al volumen de gasto público movilizado en cada caso. En este sentido, a pesar
de que el modelo propuesto deja al margen las cuestiones relativas a la financiación por falta
de información adecuada, creemos que sus resultados pueden ser igualmente interesantes: al
fin y al cabo, antes de establecer cuál va a ser el origen de los fondos para financiar una de-
terminada actividad, parece ineludible discutir acerca del volumen total de gasto que se
desea –o se está dispuesto– a financiar.
En cualquier caso, puesto que nuestro propósito es valorar intervenciones públicas alter-
nativas, es evidente que primero deberemos fijar algún criterio a partir del cual realizar tales
comparaciones. En este sentido, supondremos que la Administración actúa con el propósito
de alcanzar uno de los dos objetivos siguientes: en primer lugar, en sintonía con los plante-
amientos de Pauly (1996), puede que simplemente le interese evitar que los individuos se
vean abocados a situaciones de pobreza a resultas de tener que procurarse atención por el
hecho de ser dependientes; por otro lado, más en línea con los planteamientos del asegura-
miento social (Wiener et al., 1996), puede que lo que busque la Administración sea atenuar
el impacto negativo que sobre el nivel de consumo previo de las familias puedan tener los
gastos que ocasiona la dependencia.
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con cada uno de los objetivos anteriores cuando, como es prácticamente el caso en la actuali-
dad, la Administración no interviene a nivel comunitario. De ese modo, las distintas alternati-
vas de intervención que se simulan posteriormente constituyen, a nivel conceptual, una suerte
de “contra-factuales” definidos en relación a ese escenario base de “no intervención”. Sin em-
bargo, desde un punto de vista metodológico, la caracterización de dicho escenario base resul-
ta una tarea no exenta de problemas. La dificultad principal estriba en que la inmensa mayoría
de los costes que soportan las familias, debido a la preeminencia del apoyo informal, no son
monetarios. Por otro lado, cuando sí lo son, como es el caso entre aquellos que contratan aten-
ción formal, la ED-99 no incorpora información alguna sobre la cuantía de los mismos.
El procedimiento utilizado para sortear los escollos anteriores ha consistido en lo si-
guiente: suponer que el valor monetario de la atención recibida por cada uno de los sujetos,
al margen de que ésta sea informal o no, puede aproximarse por la cantidad total de dinero
que costaría atender a ese anciano si fuera un profesional remunerado el único encargado
de cuidarle. El desarrollo de este procedimiento de cálculo nos ha permitido analizar en qué
medida la ausencia de intervención por parte del sector público conduciría a los sujetos,
según sea el criterio utilizado, a situaciones de pobreza o a una merma en su capacidad de
consumo. La batería de indicadores que hemos utilizado para cuantificar uno y otro tipo de
efectos, a los que nos referiremos como “empobrecimiento” y “catastrofismo” de ahora en
adelante, han sido desarrollados por Wagstaff y van Doorslaer (2003) para analizar las con-
secuencias negativas sobre la renta familiar que pueden derivarse de la existencia de pagos
privados en el ámbito sanitario4.
Lo que se hace en la segunda parte del modelo es simular el impacto diferencial sobre
los niveles de empobrecimiento y catastrofismo que se derivarían de distintas fórmulas de
intervención de la Administración. Las dimensiones en las que difieren los esquemas eva-
luados son las siguientes: por un lado, los requisitos que exigen a los individuos para con-
vertirse en receptores de las prestaciones (elegibilidad) y, por otro lado, la intensidad de las
prestaciones otorgadas a los que reúnen los requisitos de acceso (comprehensividad). Asi-
mismo las diferencias en elegibilidad y comprehensividad que distinguen a unos esquemas
de otros tienen que ver, básicamente, con el distinto papel que cada uno ellos otorga a la si-
tuación económica y al grado de dependencia de los sujetos para determinar el acceso a las
prestaciones y la cuantía de las mismas.
2.2. Los costes de la atención recibida por los individuos
Un enfoque basado en los “costes de sustitución”: alcance y limitaciones
En sentido estricto, si se está interesado en cuantificar los costes diferenciales que sopor-
tan aquellas familias en las que uno de sus miembros tiene problemas de dependencia, hay mu-
chos factores a tener en cuenta, como la fuente de ayuda –si el cuidador es contratado o es in-
formal– o las renuncias no monetarias que deben hacer las familias que cuidan a dependientes
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tas limitaciones de la ED-99 hacen que muchos de estos cálculos sean imposibles de acome-
ter. En primer lugar, aunque dicha encuesta permite identificar aquellos hogares que contratan
atención formal, no sólo no se dispone de información sobre la cuantía de los gastos realiza-
dos a tal efecto, sino que ni siquiera es posible conocer las horas de atención contratadas más
que en aquellos pocos casos en los que esta fuente de ayuda es la única utilizada. Por su parte,
respecto a los sacrificios no laborales de los cuidadores informales, la situación es similar a la
descrita en el caso de la atención formal: así, aunque es posible identificar si el cuidador infor-
mal ha realizado tales renuncias, no sabemos cual es la intensidad horaria de las mismas.
Así pues, hemos decidido utilizar una variante del que se conoce como enfoque de los cos-
tes de sustitución (replacement costs aproach)5. Esta metodología parte de una idea sencilla:
valorar económicamente una actividad de no mercado a partir de un sustituto cercano para el
que sí exista información sobre sus costes. De ese modo, en el caso del apoyo informal, la apli-
cación de este enfoque pasaría por asignar a dicha fuente de atención un valor monetario equi-
valente al coste que supondría atender a la persona dependiente sobre bases exclusivamente
formales (esto es, contratando un cuidador profesional). En sentido estricto, puesto que lo que
pretende el método es expresar monetariamente los sacrificios que realiza el cuidador informal,
únicamente deberían valorarse mediante los costes de sustitución aquellas horas de ayuda que
el cuidador considera una carga (por desplazar ocio, relaciones sociales, etc.).
Nuestro ejercicio constituye, sin embargo, una aplicación un tanto heterodoxa del método de
los costes de sustitución. Así, aunque el método suele utilizarse para valorar únicamente el apoyo
informal que comporta sacrificios no laborales, en nuestro ejercicio también se emplea para esti-
mar los costes de la atención formal en aquellos casos en los que ésta se combina con apoyo in-
formal, así como para asignar un valor monetario al apoyo informal cuando éste implica sacrifi-
cios laborales. Así pues, antes de describir los detalles de nuestro enfoque, conviene remarcar que
utilizaremos el método de los costes de sustitución para asignar un coste monetario a la atención
total recibida por cada sujeto, y que éste no va a depender ni del mix de cuidados (formal/infor-
mal), ni del tipo de sacrificios realizados en el segundo caso (laborales/no laborales).
Datos y metodología
La implementación práctica del enfoque cuyas características generales acabamos de es-
bozar se realiza en tres etapas que, por motivos de claridad expositiva, conviene describir se-
paradamente.
1. Estimación de las horas totales de atención formal sustitutivas
El objetivo de esta primera etapa consiste en calcular el número de horas de atención for-
mal que cada individuo necesitaría contratar para ver cubiertas completamente sus necesida-
des si esa fuera la única fuente de ayuda utilizada. Esta información resulta crucial pues, com-
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riormente los costes de sustitución de los cuidados recibidos por los distintos individuos.
El cálculo de las horas de atención formal “sustitutivas” se ha realizado mediante una
metodología que se desarrolla en tres fases. La primera de ellas consiste en identificar a las
personas dependientes de la ED-99, mayores de 65 años, que reciben toda la atención que
necesitan de un único cuidador formal (n = 397). Tras ello, puesto que en dichos casos se
dispone de información sobre el número total de horas contratadas, se estima un modelo eco-
nométrico sobre esa sub-muestra en el que las horas de atención se explican a partir de un
conjunto de variables que miden el grado de dependencia de los sujetos. En la tercera etapa,
a partir de los coeficientes estimados anteriormente, se obtienen predicciones para el resto
de personas mayores dependientes (n = 5.970) utilizando los valores de cada uno de ellos en
las variables que miden el grado de dependencia. Dichas predicciones constituyen, por cons-
trucción, una estimación de las horas de atención formal “sustitutivas”6. 
2. El tránsito desde las horas de cuidados al gasto sustitutivo en atención formal
En esta segunda etapa, tras haber obtenido para cada uno de los individuos las horas to-
tales de cuidados que éstos recibirían si fueran atendidos por un único cuidador formal, de lo
que se trata es de estimar la cuantía de dinero que dicha alternativa comportaría en cada caso.
Para ello, como es lógico, necesitamos disponer primero de alguna medida sobre el coste por
hora que suponía adquirir este tipo de servicios en 1999. A este respecto, basándonos en los
resultados de un trabajo previo (Casado y López, 2001), hemos optado por utilizar la canti-
dad de 7,8 euros por hora. Dicha cuantía es una estimación del coste medio a nivel estatal de
los servicios de ayuda a domicilio (SAD) proporcionados por las Corporaciones Locales.
3. Un escenario alternativo: costes de sustitución al 50%
El desarrollo de las dos etapas descritas hasta el momento nos van a permitir obtener una
estimación del gasto en que debería incurrir cada individuo para ver satisfechas todas sus ne-
cesidades de asistencia mediante la ayuda exclusiva de un cuidador formal. Dichas cantidades
de dinero, como argumentábamos al principio, constituyen una cota superior de la suma de cos-
tes monetarios y no monetarios que entraña el cuidado del anciano dependiente. Y constituyen
una cota superior, como se recordará, porque han sido obtenidas suponiendo que toda la ayuda
proporcionada entraña costes para los cuidadores que, además, cabe valorar monetariamente a
partir del gasto que supondría sustituir por atención formal la totalidad de dicha ayuda.
El objetivo de esta tercera etapa consiste, precisamente, en generar un escenario alterna-
tivo en el que las estimaciones obtenidas sobre los costes de la atención reflejen el hecho de
que no todo el apoyo informal genera sacrificios, y que el valor monetario de los que se pro-
ducen van a estar probablemente por debajo de lo que sugiere nuestra aplicación anterior del
método de los costes de sustitución. En concreto, para tratar de capturar los elementos seña-
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el desarrollo de las dos etapas descritas con anterioridad. 
Resultados
El gráfico 1 contiene las estimaciones sobre los costes de sustitución correspondientes al
primero de los dos escenarios comentados (hipótesis de sustitución del 100%). Tales estima-
ciones, que han sido obtenidas suponiendo un coste horario de 7,8 euros, registran un valor
medio de 675 euros mensuales, siendo los valores del primer cuartil y del tercero de 293 y
1.027 euros al mes. Los resultados correspondientes al segundo de los escenarios (hipótesis de
sustitución del 50%) no son más que una fracción de los costes visualizados en el gráfico 1.
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Gráfico 1. Costes de la atención, estimados mediante el método de los costes de sustitución.
Hipótesis de sustitución del 100%
2.3. La clave del modelo de simulación: Los costes de sustitución interpretados como
pagos privados nocionales
Los resultados obtenidos en el apartado anterior constituyen sendas estimaciones, bajo
dos escenarios alternativos, de los costes que soportan aquellos hogares en los que uno de
sus miembros tiene problemas de dependencia. No obstante, pese a que el método emplea-
do nos ha permitido expresar dichos costes en unidades monetarias, es obvio que en la in-
mensa mayoría de casos tales costes no entrañan un desembolso real de dinero; de hecho, a
excepción de aquellos pocos hogares en los que toda la atención se presta efectivamente
sobre bases formales, eso es precisamente lo que ocurre para el resto. Llegados a este punto,
si uno está interesado en valorar distintas fórmulas de intervención pública a nivel comuni-
tario, caben dos opciones ante los resultados anteriores. En primer lugar, habrá quien consi-dere que la Administración, a la hora de diseñar sus políticas en este ámbito, sólo debería
preocuparse por aquellos costes que suponen un desembolso efectivo de dinero, pues éstos
son los únicos que pueden conducir a las personas a padecer los dos tipos de efectos negati-
vos que, según veíamos, la Administración puede estar interesada en mitigar: caer por deba-
jo del umbral de pobreza (empobrecimiento) o ver seriamente limitado el porcentaje de in-
gresos que pueden destinarse a otro tipo de consumos (catastrofismo). Desde esta
perspectiva, por tanto, los costes que hemos estimado en la sección anterior resultarían total-
mente irrelevantes.
El principal problema de este enfoque, sin embargo, es que las únicas políticas suscep-
tibles de ser valoradas serían aquellas destinadas a evitar situaciones de empobrecimiento o
catastrofismo entre quienes actualmente contratan servicios formales, apenas un 15% de las
personas mayores dependientes, con el agravante de que tales sujetos suelen pertenecer a los
estratos de mayor renta (Casado, 2006). Por otro lado, a juzgar por las declaraciones de quie-
nes tienen responsabilidades políticas en este ámbito, uno de los argumentos que suelen es-
grimirse para justificar la necesidad de aumentar la cobertura pública a nivel comunitario es,
precisamente, que con ello se lograría amortiguar los efectos negativos que en ocasiones
tiene para las familias la provisión de apoyo informal.
El enfoque alternativo que proponemos pasa por interpretar los costes de sustitución no
como estimaciones de los costes que realmente soportan las familias, sino como una manera
de expresar cuantitativamente algunas de las alternativas por las que puede optar la Adminis-
tración en cuanto al nivel de cobertura de sus políticas. En concreto, respecto a las estimacio-
nes obtenidas bajo la hipótesis de sustitución del 100%, y adoptando el punto de vista de la Ad-
ministración, el argumento sería el siguiente. Supongamos que el sector público deseara
garantizar que las personas dependientes tuvieran la posibilidad de ser totalmente atendidas por
un cuidador formal sin que la asunción del gasto que tal alternativa implicaría les situara por
debajo del umbral de pobreza. Un planteamiento de estas características, y ahí reside el quid
de la cuestión, constituiría el reflejo de que el sector público considera que la disponibilidad (o
ausencia) de apoyo informal constituye una característica de los individuos que no debe ser te-
nida en consideración a la hora de diseñar su estrategia de intervención en este ámbito.
Lo que los costes de sustitución del 100% estimados permiten, precisamente, es sustan-
tivar empíricamente el planteamiento anterior. En concreto, desde esta nueva perspectiva,
estos costes expresan las cantidades de dinero que los individuos se verían obligados a in-
vertir para satisfacer sus necesidades valiéndose exclusivamente de atención formal. Así, si
el objetivo de la Administración fuera el apuntado anteriormente, lo que ésta tendría que ve-
rificar es que tales cantidades, descontadas de los ingresos de que dispusiese cada hogar, no
situaran a éste por debajo del umbral de pobreza.
Cabe señalar que dicha verificación tendría un carácter totalmente hipotético pues,
según hemos supuesto, lo que pretendería la Administración no sería resarcir a los indivi-
duos por los gastos en atención formal efectivamente realizados, sino garantizar que dicha
contratación pudiera tener lugar sin por ello comprometer la situación económica del hogar.
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nan una estimación para cada individuo de la cuantía que tendrían dichos gastos hipotéticos
en atención formal; de ahora en adelante, en aras de la brevedad, utilizaremos el término de
“pagos privados nocionales” para referirnos a tales gastos.
Las otras estimaciones de costes de que disponemos, obtenidas como se recordará bajo
una hipótesis de sustitución del 50%, nos permiten plantear un escenario adicional al ante-
rior asociado a un objetivo menos comprehensivo por parte de la Administración. Así pues,
los pagos privados nocionales en este caso permitirían al sector público valorar las conse-
cuencias de su no intervención, ya sea en términos de empobrecimiento o catastrofismo, bajo
el supuesto de que el objetivo ahora es garantizar a cada sujeto la posibilidad de contratar
formalmente parte de toda la atención que necesita.
En concreto, de entre las múltiples opciones al respecto, nuestras estimaciones reflejan la
elección de una de ellas por parte de la Administración: la que establece que la parte sobre la
que “preocuparse” debe situarse en el 50% de toda la atención necesaria. Es importante seña-
lar que, desde esta nueva perspectiva, la discusión sobre la cuantía de dicho porcentaje deja de
ser una cuestión empírica, como ocurría cuando interpretábamos los costes de sustitución como
estimaciones de los costes reales soportados por las familias, para convertirse en una cuestión
normativa: lo que dicho porcentaje pretende capturar es una determinada elección por parte de
la Administración respecto a cuánta de la atención necesaria es preciso garantizar.
En definitiva, con el enfoque anterior como telón de fondo, los dos apartados que siguen
plantean utilizar ambas “familias” de pagos privados nocionales para valorar los efectos de
distintas estrategias de intervención pública cuando la Administración pretende alcanzar uno
de los dos objetivos siguientes: i) evitar el empobrecimiento o, además de lo anterior, miti-
gar también el catastrofismo. El análisis que se realiza en uno y otro apartado tiene, sin em-
bargo, las mismas fases: primero se calculan los efectos negativos –empobrecimiento o ca-
tastrofismo– que generarían los pagos privados nocionales en ausencia de intervención por
parte del sector público; tras ello, a través del planteamiento de distintas fórmulas de impli-
cación pública, se analiza en qué medida cada una de ellas logra reducir los efectos negati-
vos previamente identificados y con qué volumen de gasto público.
3. Evaluación de intervenciones públicas reductoras
del empobrecimiento
3.1. Efecto empobrecedor de los pagos privados nocionales
en ausencia de intervención pública
Metodología
Wagstaff y van Doorslaer (2003) han propuesto un conjunto de medidas que pretenden
ser de ayuda para quienes deseen analizar la incidencia empobrecedora que sobre los hoga-
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dología tiene su punto de partida en el marco conceptual que se representa en la figura 1. La
idea es analizar la incidencia empobrecedora de los gastos sanitarios computando el efecto
que éstos tienen sobre las dos medidas básicas que se utilizan en los estudios de pobreza: la
tasa de pobreza (poverty headcount) y el diferencial de las rentas de los hogares pobres con
respecto al umbral de pobreza (poverty gap).
Para ello, el primer paso consiste en derivar una parada de Pen a partir de las rentas de
los hogares antes de que incurran en gasto sanitario alguno. Esta parada, una vez fijado el
umbral de pobreza en una determinada cantidad (Zpov), nos permite visualizar gráficamente
cuáles son la tasa y el gap de pobreza antes de que se produzcan los pagos sanitarios: la pri-
mera se obtiene proyectando sobre el eje de abscisas el punto en el que intersectan la para-
da y el umbral de pobreza (Hpre), y el segundo se corresponde con el área comprendida entre
la parada y el umbral de pobreza (A). 
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Figura 1. Impacto empobrecedor de los pagos privados en sanidad
El segundo paso consiste en restar de la renta de cada uno de los hogares los pagos sa-
nitarios que realizan y utilizar esas rentas post-pagos para derivar una nueva parada de Pen.
Finalmente, la comparación entre una y otra parada permite visualizar la incidencia empo-
brecedora de los pagos sanitarios en una doble dimensión: por un lado, restando de la tasa
de pobreza post-pagos (Hpost) la tasa de pobreza pre-pagos (Hpre), obtenemos una medida del
porcentaje de hogares que se han convertido en pobres a resultas de tales desembolsos; por
otro lado, como pone de manifiesto la figura, el incremento del gap de pobreza que generan
los pagos sanitarios tiene dos orígenes diferenciados: la intensificación de la pobreza pade-
cida por aquellos hogares que ya eran pobres antes de realizar pago alguno (área B) y el gap
de pobreza de aquellos que se han convertido en pobres a resultas de los pagos (área C)7. Datos
La aplicación de la metodología anterior exige proponer un umbral de pobreza a partir
del cual realizar el cómputo posterior de las distintas medidas de empobrecimiento. La alter-
nativa escogida ha sido definir dicho umbral como el 50% de la renta media equivalente de
los hogares en los que en 1999 vivía, como mínimo, una persona con 65 años o más (fuera
ésta o no dependiente). En concreto, tras seleccionar en la ED-99 todos aquellos hogares que
satisfacían el requisito anterior (n=37.532), hemos procedido a calcular la renta equivalente
de cada uno de ellos utilizando la escala modificada de la OCDE8; tras ello, una vez calcu-
lada la media de los valores anteriores, hemos establecido el umbral de pobreza en el 50%
de esta media, siendo el resultado obtenido de 212 euros mensuales. La manera en que
hemos definido el umbral de pobreza, dejando a un lado el requisito de edad sobre el que
volveremos en un momento, es la habitual en este tipo de ejercicios (Ayala et al., 2003).
El resto de variables que utilizaremos, además del umbral de pobreza, son los pagos pri-
vados nocionales correspondientes a cada una de las hipótesis de comprehensividad anterior-
mente señaladas –del 100 y del 50% del total de la atención formal necesaria respectivamen-
te–, así como los ingresos equivalentes de los hogares en los que vive un anciano dependiente
según la ED-99 (n = 5.970). 
El modo en que las variables anteriores son procesadas para obtener las medidas pro-
puestas por Wagstaff y van Doorslaer consta de dos etapas fundamentales. En la primera de
ellas, para cada uno de los individuos, se restan de los ingresos totales del hogar la cuantía
del pago privado nocional que corresponda en cada caso; tras ello, la diferencia resultante se
divide entre el número de unidades equivalentes del hogar, utilizando los pesos de la escala
de la OCDE señalados, y se comprueba si dicha cantidad es superior o inferior al umbral de
pobreza. En la segunda etapa, una vez identificados los hogares pobres, se calcula a cuánto
asciende el gap de pobreza en cada uno de ellos en euros absolutos (esto es, no equivalen-
tes): para ello, tras recuperar la diferencia entre los ingresos totales del hogar y el pago pri-
vado nocional correspondiente, se calcula cuán por debajo se encuentra la cuantía del um-
bral de pobreza “específico” del hogar que se esté evaluando, es decir, del umbral de pobreza
en euros equivalentes (212) multiplicado por el número de personas equivalentes que com-
ponen dicho hogar en cuestión (por ejemplo, 1,5 en el caso de una pareja). 
Resultados
La tabla 1 muestra la incidencia empobrecedora que, en ausencia de intervención pública,
tendrían cada una de las dos “familias” de pagos privados nocionales que venimos consideran-
do. El primer dato de la tabla a destacar, por ser común a ambos escenarios, es que un 14,6%
de los hogares estarían por debajo del umbral de pobreza antes de realizar pago nocional algu-
no. Los otros dos resultados que permiten caracterizar el alcance de la pobreza en dichos ho-
gares son los siguientes: por un lado, respecto a la intensidad de la misma, la tabla nos indica
que la media de los gaps positivos de pobreza antes de realizar pago alguno (MPGpre
pov) se sitúa
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los gaps de cada uno de ellos (esto es, el área “A), la cifra resultante asciende a 138 millones
de euros anuales. Dicha cantidad, dejando a un lado por un momento los problemas de depen-
dencia, es la que la Administración debería proporcionar a los hogares de nuestra muestra si
estuviera interesado en erradicar las situaciones de pobreza estructural que, según nuestros
datos, padecen algunos de ellos. 
Del resto de resultados, que son los que tienen que ver específicamente con la inciden-
cia empobrecedora que tendrían los pagos privados nocionales en uno y otro escenario, el
primero a comentar es el incremento en el porcentaje de hogares pobres en cada caso. Así,
empezando por el escenario en el que se supone que los hogares desean adquirir el 100% de
la atención sobre bases formales9, se observa que un 59,2% de los hogares que componen la
muestra se convertirían en pobres si efectivamente tuvieran que hacer frente a tales pagos.
La intensidad de la pobreza que pasan a padecer estos hogares, así como la de aquellos que
ya eran pobres antes de realizar pago privado alguno, es muy superior a la que estos últimos
padecían antes de la aparición de los problemas de dependencia: en este sentido, como puede
observarse en la tabla, el incremento en el gap medio de pobreza ronda los 370 euros.
Tabla 1
INCIDENCIA EMPOBRECEDORA DE LOS PAGOS PRIVADOS NOCIONALES
Intensidad de los pagos privados nocionales
100% de la 50% de la
actividad formal actividad formal
Tasa de pobreza
Antes de los pagos (Hpre
pov) 14,6% 14,6%
Después de los pagos (Hpost
pov ) 73,8% 49,9%
Incremento 59,2% 35,3%
Gap positivo medio de pobreza (euro/mes)
Antes de los pagos (Hpre
pov) 82 82
Después de los pagos (Hpost
pov ) 453 265
Incremento 371 183
Área “A” (M euros anuales)* 138 138
Área “B” (M euros anuales)* 1.135 619
Área “C” (M euros anuales)* 2.728 829
A como % de (A + B+ C) 3,5% 8,8%
B como % de (A + B+ C) 28,3% 39,1%
C como % de (A + B+ C) 68,2% 52,1%
Gasto público total (M euros anuales) 0 0
Gasto privado total (M euros anuales) 7.422 4.026
* Véase Figura 1. M: Millones.
Fuente: Elaboración propia a partir de los microdatos de la Encuesta de Discapacidades 1999.
La agregación de los gaps de pobreza que padecen los dos tipos de hogares anteriores,
que en línea con lo sugerido en la figura 1 denotaremos por “área B” y “área C”, permite una
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siguiendo aún con el escenario del 100%, se comprueba que de toda la pobreza que uno aca-
baría observando si los pagos tuvieran lugar, la parte correspondiente a la pobreza pre-pagos
de los hogares estructuralmente pobres (área “A”) apenas alcanzaría un 3,5% del total; el
grueso de la pobreza total, con un porcentaje del 68,2%, procedería de los gaps de los hoga-
res que se convertirían en pobres a resultas de los pagos (área “C”), mientras que la intensi-
ficación de la pobreza padecida por aquellos que ya eran pobres estaría detrás del 28,3% res-
tante (área “B”).
3.2. Intervenciones públicas alternativas: volumen de gasto
y efectos sobre el empobrecimiento 
El conjunto de esquemas alternativos de intervención cuyos efectos sobre el empobreci-
miento vamos a tratar de evaluar han sido construidos a partir de dos ingredientes básicos:
por un lado, la cuantía de las prestaciones que cada esquema concede a los sujetos y, por otro
lado, los criterios utilizados para determinar qué sujetos tienen derecho a recibir tales pres-
taciones. Así pues, para poder comprender el sentido y el alcance de las alternativas simula-
das, resulta imprescindible describir en detalle el modo en que uno y otro elemento han sido
operativizados en la práctica.
Cuantía de las prestaciones
En principio, si la Administración está preocupada en evitar que los hogares caigan por
debajo del umbral de la pobreza a resultas de los pagos privados nocionales que genera la
atención de uno de sus miembros, la cuantía de las prestaciones que deberían instrumentar-
se en cada caso son sencillas de calcular: en primer lugar, habría que restar de los ingresos
totales del hogar los pagos privados nocionales que correspondieran en cada caso; tras ello,
si la renta disponible (equivalente) después de realizar los pagos estuviera por debajo del
umbral de pobreza (equivalente), la Administración concedería una prestación al hogar cuya
cuantía sería igual a la diferencia anterior multiplicada por el número de unidades equivalen-
tes del hogar en cuestión.
Criterios de elegibilidad
El segundo ingrediente que alimenta nuestras simulaciones es el relativo a los criterios
de elegibilidad. No obstante, antes de discutir cuál ha sido nuestro abordaje metodológico al
respecto, es necesario tratar de motivar la utilidad de los escenarios simulados. Hemos pre-
tendido reflejar el hecho de que la Administración está sujeta a restricciones presupuestarias
que le obligan a valorar los pros y los contras de expandir la cobertura que ofrece en un de-
terminado ámbito. En nuestra aplicación, aún siendo conscientes de que esos trade-offs com-
prenden múltiples variables, hemos optado por centrarnos en dos de ellas: por un lado, el
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gue cuando los criterios de acceso a las prestaciones tienden a la universalidad; por otro lado,
como contrapartida a lo anterior, la mayor cantidad de recursos públicos que en tal caso se
requieren. Así pues, en un intento por cuantificar la magnitud de dicho trade-off, lo que
hemos hecho ha sido definir distintas “políticas” que difieren en cuanto a los criterios de ele-
gibilidad, representando combinaciones distintas de volumen de gasto público y reducción
de la incidencia empobrecedora que los pagos privados producirían en ausencia de interven-
ción pública.
Las dos variables que hemos utilizado para construir tales políticas alternativas en cuan-
to al grado de elegibilidad han sido el grado de dependencia del anciano y el nivel de ingre-
sos del hogar en el que éste vive. En concreto, a través de la combinación de estas dos varia-
bles hemos generado un total de 40 políticas alternativas que difieren entre si en cuanto a los
requisitos que cada una de ellas exige reunir a los individuos para permitirles acceder a las
prestaciones cuyo contenido señalábamos anteriormente. La mejor manera de entender la ló-
gica de los distintos escenarios de elegibilidad construidos es explicar previamente el conte-
nido de las dos políticas que se encuentran más alejadas entre si. En un extremo, para reflejar
una política que podríamos calificar de universal, se ha definido un escenario que no tiene en
cuenta ni el grado de dependencia ni el nivel de ingresos para establecer quién puede benefi-
ciarse de las prestaciones públicas; así, aunque tales variables sí van a determinar la cuantía
de las prestaciones que cada sujeto acabe recibiendo, cualquier persona dependiente podría
acudir a la Administración para solicitar la prestación que le correspondiera en cada caso.
En el otro extremo, con el propósito de caracterizar una política muy selectiva, hemos de-
finido un escenario en el que los individuos deben reunir los dos requisitos siguientes para poder
acceder a las prestaciones: i) tener un grado de dependencia muy grave10, y ii) vivir en un hogar
cuya renta equivalente sea igual o inferior a la primera decila de la distribución de ingresos de
aquellos hogares en los que, como mínimo, uno de sus miembros tiene 65 años o más.
El resto de escenarios, hasta completar los 40 anteriormente señalados, han sido cons-
truidos con el propósito de generar un continuum de políticas entre los dos escenarios extre-
mos que acabamos de comentar. Su número se explica por el mecanismo que hemos estable-
cido para derivar criterios de elegibilidad distintos a partir de la combinación de las dos
variables anteriores; a modo de ejemplo, para ilustrar el funcionamiento de dicho mecanis-
mo, resulta útil explicar cómo ha sido definido el segundo escenario en orden de “selectivis-
mo”: éste, al igual que el escenario que le precede, establece que únicamente los individuos
con dependencia muy grave pueden acceder a las prestaciones, pero es más laxo en cuanto
al umbral de ingresos pues éste queda establecido en la segunda decila; el siguiente escena-
rio es idéntico al anterior, pero con un umbral de renta que corresponde a la tercera decila,
y así sucesivamente hasta obtener un total de 10 escenarios que representan otras tantas co-
berturas alternativas de aquellas personas cuyo grado de dependencia es muy grave. Los si-
guientes 10 escenarios se obtienen del mismo modo –esto es, trasladando el umbral de in-
gresos de decila en decila–, pero ahora con un umbral de dependencia que incluye también
a los dependientes graves. El mismo proceso, replicado para las otras dos categorías de de-
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apuntábamos al principio.
Las 40 políticas anteriores son evaluadas mediante el cómputo de un conjunto de medi-
das que comprenden dos dimensiones básicas. La primera tiene que ver con la extensión con
la que cada una de ellas reduce la incidencia empobrecedora que, en su ausencia, producirí-
an los pagos privados nocionales; en este sentido, por tanto, las medidas a computar son las
mismas que ya utilizamos en el apartado anterior (Hpost
pov, MPGpost
pov, áreas “A”, “B” y “C”, etc.).
La segunda dimensión, por su parte, comprende el cálculo de los volúmenes totales de gasto
público y privado que se producirían bajo cada una de las 40 políticas simuladas, correspon-
diendo el primero a la suma de las prestaciones públicas concedidas en cada caso a los dis-
tintos individuos, y el segundo a la suma de los pagos privados individuales que siguen so-
portando quienes o no reciben prestación alguna, o ésta es sólo de carácter parcial.
Resultados
El gráfico 3 muestra en qué medida los distintos criterios de elegibilidad utilizados por
cada una de las 40 políticas simuladas se han traducido en diferencias sustantivas respecto
a: i) el porcentaje de sujetos que pueden acceder a las prestaciones por cumplir los requisi-
tos de elegibilidad (beneficiarios potenciales), y ii) el porcentaje de personas que, siendo ele-
gibles, acaban recibiendo algún tipo de prestación (beneficiarios efectivos. Su correcta inter-
pretación precisa, sin embargo, de un comentario previo acerca del contenido de cada uno
de los ejes: así, sobre el de abscisas, bajo la etiqueta de “cribajes alternativos”, están repre-
sentadas cada una de las 40 políticas anteriormente señaladas; no obstante, puesto que todas
nuestras simulaciones se realizan por duplicado, una para la familia de pagos privados no-
cionales del 100% y la otra para la familia de pagos del 50%, los valores que aparecen en el
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Gráfico 2. Beneficiarios potenciales y efectivos de las distintas políticas simuladaseje de ordenadas reflejan, en realidad, los porcentajes de beneficiarios potenciales y efecti-
vos correspondientes a 80 políticas, la mitad de las cuales corresponden a la primera familia
de pagos privados y la otra mitad a la segunda.
El primer elemento a destacar del gráfico 2 es la relación que existe para cada una de las
políticas de elegibilidad entre el porcentaje de beneficiarios potenciales y el de beneficiarios
efectivos. Consideremos, por ejemplo, los resultados correspondientes a la familia de pagos
privados del 50%. El gráfico permite observar una tendencia interesante: ambos porcentajes
son prácticamente iguales para las primeras 20-25 políticas, que recuérdese están ordenadas
de mayor a menor grado de selectividad; tras ello, los porcentajes de beneficiarios potencia-
les y efectivos empiezan a divergir, estabilizándose éste último en un valor que oscila en
torno al 50% en aquellas 10-15 políticas que representan criterios de elegibilidad menos es-
trictos. Estos resultados ponen de relieve dos aspectos igualmente importantes.
El primero es que las dos variables que se utilizan para discriminar a los sujetos, el grado
de dependencia y los ingresos, parecen bastante adecuadas si se pretende que quienes acce-
dan a las prestaciones sean aquellos que, en caso contrario, estarían expuestos a un mayor
riesgo de empobrecimiento; así, como ya se ha señalado, la inmensa mayoría de sujetos que
pasarían las cribas de las primeras políticas son individuos de elevado riesgo, como demues-
tra el hecho de que prácticamente todos los beneficiarios potenciales se convierten en bene-
ficiarios efectivos. Esta conclusión también puede establecerse considerando los resultados
de la familia de pagos privados del 100%. 
En segundo lugar, aunque de modo más tentativo, se puede afirmar que, si el objetivo que
persigue la Administración es disminuir la incidencia empobrecedora de los pagos privados,
las políticas que tienden hacia el universalismo añaden poco respecto a las que establecen cri-
terios de acceso más selectivos. En concreto, como muestra el gráfico 3, existe un punto en el
continuum de elegibilidad a partir del cual, los nuevos beneficiarios potenciales “añadidos”
no se convierten más que excepcionalmente en beneficiarios efectivos, reflejando que la renta
(y/o la dependencia) de tales personas es lo suficientemente alta (y/o baja) como para que los
pagos privados nocionales no constituyan una amenaza empobrecedora para ellos. 
Los dos gráficos que cierran este apartado muestran, para las distintas políticas de ele-
gibilidad simuladas, la extensión con la que cada una de ellas lograría reducir la incidencia
empobrecedora de los pagos privados, así como la cantidad total de recursos públicos que
serían necesarios para financiar las prestaciones previstas en cada caso. En concreto, el grá-
fico 3, que contiene los resultados obtenidos tanto bajo el escenario de pagos del 100% como
del 50%, muestra las reducciones en la tasas de pobreza post-pagos que provocarían las dis-
tintas políticas y el gasto público anual de cada una de ellas. En general, tanto en un escena-
rio como en otro, la relación entre ambas variables parece exhibir, estableciendo un parale-
lismo con las funciones de producción, rendimientos crecientes a escala (RCE): así, según
se observa en el gráfico, da la impresión de que el volumen de gasto público necesario para
reducir en una misma cuantía la tasa de pobreza decrece conforme consideramos tasas de po-
breza de partida sucesivamente más bajas.
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Gráfico 3. Resultados de las políticas simuladas: tasa de pobreza post-pagos vs. gasto público total
Gráfico 4. Resultados de las políticas simuladas:
gap positivo medio de pobreza vs. gasto público total
El gráfico 4, sin embargo, nos permite constatar que tales RCE no son tales si uno com-
pleta el análisis aportando información sobre el otro indicador que hemos utilizado para des-
cribir la incidencia empobrecedora: la intensidad de la pobreza. Así, a través de la lectura
conjunta de ambos gráficos, podemos advertir que el mayor volumen de gasto público que
necesitan las políticas más selectivas para reducir la tasa de pobreza viene explicado, funda-
mentalmente, por el hecho de que el gap de pobreza de los hogares que recibirían prestacio-
nes en esos casos son muy superiores, en el margen, al de los hogares que recibirían presta-
ciones bajo esquemas de intervención menos selectivos.4. Evaluación de intervenciones públicas alternativas reductoras
del empobrecimiento y del catastrofismo
El propósito de este apartado es evaluar, mediante un enfoque similar al que acabamos
de desarrollar, otro conjunto alternativo de políticas que pretendieran no sólo evitar la in-
cidencia empobrecedora de los pagos privados nocionales, sino también el impacto catas-
trófico que éstos tendrían en ausencia de intervención pública. Este apartado se desarrolla
de modo simétrico al anterior. En una primera sección, tras describir la metodología que
vamos a emplear para cuantificar el impacto catastrófico de los pagos privados, se compu-
tan tales medidas suponiendo que no existiera intervención alguna por parte del sector pú-
blico. La segunda sección, por su parte, evalúa la intensidad con que distintas políticas al-
ternativas lograrían mitigar tales efectos, así como el volumen de recursos públicos que se
precisarían en cada caso. En ambas secciones, al igual que en el apartado anterior, todos
los análisis se han realizado por duplicado (esto es, bajo cada uno de los dos escenarios de
pagos privados nocionales –del 100 y del 50% de la atención formal– que venimos consi-
derando).
4.1. Impacto catastrófico de los pagos privados en ausencia de intervención pública
Metodología
Wagstaff y van Doorslaer (2003), en el mismo artículo anteriormente citado, también
proponen otro conjunto de indicadores para evaluar el impacto catastrófico que los pagos
privados en sanidad pueden tener sobre la renta de los hogares. Dichas medidas han sido
obtenidas mediante un procedimiento simétrico al empleado en el caso del empobreci-
miento. Así, suponiendo que existe un consenso normativo previo sobre cuál es el porcen-
taje máximo de la renta que puede ser destinado a comprar atención sanitaria sin que ello
suponga una catástrofe para los hogares, Wagstaff y van Doorslaer (WyVD, en adelante)
proponen utilizar dicho umbral catastrófico (zcat) para obtener dos medidas complementa-
rias de la incidencia catastrófica: el porcentaje de hogares en situación catastrófica (catas-
trophic payment headcount, o Hcat), y el gap catastrófico de los pagos (catastrophic pay-
ment gap, o Gcat).
Las dos medidas pueden ser definidas más formalmente del modo siguiente. Suponga-
mos que el ratio Ti /xi expresa, para cada hogar, el porcentaje que el conjunto de pagos sani-
tarios (Ti) representa sobre la renta total (xi). Asimismo, siendo zcat el umbral catastrófico,
definamos un marcador, Ei, que toma el valor 1 si (Ti /xi) > zcat, y 0 en caso contrario. De ese
modo, el porcentaje de hogares en situación catastrófica o, más brevemente, la tasa de pagos
catastróficos puede expresarse como:
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hooting) el exceso que respecto al umbral catastrófico representan los pagos como porcentaje
de la renta para cada hogar, el gap catrastrófico medio de los pagos puede expresarse como:
(2)
donde Oi es igual a (Ti /xi) – zcat, si Ei = 1, y 0 en caso contrario.
La principal limitación de las dos medidas anteriores, según señalan WyVD, es que nin-
guna de ellas tiene en cuenta la situación económica relativa de aquellos hogares que sopor-
tan pagos catastróficos. Por ello, suponiendo que el catastrofismo preocupa más a la sociedad
si éste afecta en mayor medida a los hogares con menores ingresos, estos autores proponen
recalcular las medidas anteriores ponderando cada uno de los hogares de acuerdo a la posi-
ción que éste ocupa en la distribución de ingresos. En concreto, si denotamos por ri dicha po-
sición (rank), de tal modo que el hogar más pobre ocupa la primera posición (ri = 1) y el más
rico la última (ri = N), la estructura de pesos (wi) propuesta por WyVD es la siguiente:
(3)
esto es, el peso para el hogar más pobre es igual a 2, disminuyendo dicha ponderación a una
tasa de 2/N para cada uno de los siguientes hogares que aparecen en la distribución de ingre-
sos, hasta alcanzar un valor de 2/N en el caso del hogar más rico de todos. Así pues, intro-
duciendo dichos pesos en las expresiones derivadas anteriormente, WyVD obtienen las ver-
siones ponderadas tanto de la tasa de pagos catastróficos (4) como del gap catastrófico medio
de los pagos (5):
(4)
(5)
Lo más interesante de estas dos medidas, y lo que justifica que los pesos utilizados sean
los propuestos en (3), es que permiten a WyVD demostrar formalmente que una y otra me-
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tivamente, los índices de concentración de la dummy que actúa como marcador catastrófi-
co (Ei) y de la variable que mide el overshooting de los pagos (Oi). Ambos índices de con-
centración, como es habitual, toman valores comprendidos entre –1 y +1, según la variable
analizada esté más concentrada entre los individuos más pobres o más ricos respectiva-
mente11.
Así pues, las versiones ponderadas tanto de la tasa de pagos catastróficos como del gap
catastrófico medio difieren, o no, de las medidas sin ponderar de acuerdo a lo siguiente: por
un lado, si el hecho de soportar pagos catastróficos están relativamente más concentrados en
los hogares con menos ingresos, de tal manera que los índices de concentración respectivos
son negativos, las medidas ponderadas arrojan valores superiores a las medidas sin ponde-
rar, reflejando de ese modo la mayor importancia que las primeras otorgan al catastrofismo
cuando éste afecta fundamentalmente a los pobres, en contraposición al enfoque distributi-
vamente neutro de las segundas. Por su parte, si Ei y/o Oi tienden a estar más concentrados
entre los hogares con mayores ingresos, de tal modo que los índices CE y Co toman valores
positivos, los resultados que se obtienen son lógicamente los opuestos y la interpretación de
los mismos el reverso de la que acabamos de realizar.
Datos y resultados
La aplicación de la metodología anterior a nuestros datos tiene como punto de partida
el cálculo del porcentaje que los pagos privados nocionales representarían sobre la renta
total de los hogares en ausencia de intervención pública. Así pues, tras realizar los cálcu-
los pertinentes a partir de las dos familias de pagos privados que venimos considerando,
se obtienen los resultados que aparecen reflejados en el gráfico 5. El primer resultado a
destacar, tanto en uno como en otro caso, es que para una parte muy sustancial de los ho-
gares los pagos privados a realizar tendrían una cuantía igual o superior a la de los ingre-
sos disponibles: así, en el caso del escenario más comprehensivo (100% de la atención for-
mal), más del 40% de hogares se encontrarían en tal situación, siendo la cifra equivalente
para el otro escenario de un 20% aproximadamente. No obstante, sobre todo en este se-
gundo caso, las cifras también sugieren que no es despreciable el porcentaje de hogares en
los que el esfuerzo a realizar sería bastante menos importante: así, casi en un 15% de los
casos, el porcentaje que los pagos privados representarían en relación a los ingresos del
hogar estaría por debajo del 20%.
En la metodología propuesta por Wagstaff y van Doorslaer, la definición del umbral ca-
tastrófico deviene un aspecto crucial, pues la elección que se haga en este sentido determina
qué situaciones se consideran catastróficas y el alcance del catastrofismo en dichos casos. En
principio, con mayor intensidad si cabe que en el caso del empobrecimiento, dicha elección
tiene un carácter puramente normativo; hemos optado, por lo tanto, por definir cuatro um-
brales alternativos al respecto, que vienen representados por los cuatro porcentajes siguien-
tes: 10, 20, 30 y 40% de la renta de los hogares. 
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milias de pagos privados y para los cuatro umbrales que acabamos de definir, las distintas
medidas de catastrofismo descritas anteriormente. Los dos aspectos a destacar serían los si-
guientes: por un lado, tanto el hecho de soportar pagos catastróficos como la intensidad de
los mismos, son eventos que afectan relativamente más a los individuos con menos ingresos:
así, como puede observarse en la tabla, los respectivos índices de concentración (CE y CO)
son negativos en todos los casos; por otro lado, también respecto a dichos índices, se obser-
va que éstos son tanto más negativos cuanto mayor es el umbral catastrófico considerado, lo
cual viene a reflejar que la intensidad del catastrofismo es relativamente mayor entre los ho-
gares peor situados económicamente.
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Gráfico 5. Impacto catastrófico de los pagos privados nocionales:
Porcentaje sobre la renta de los hogaresTabla 2
CATASTROFISMO DE LOS PAGOS PRIVADOS NOCIONALES
EN AUSENCIA DE INTERVENCIÓN PÚBLICA
Umbral catastrófico (pagos como % renta)
10% 20% 30% 40%
Intensidad PPN: 100% de la atención formal
% de los hogares en situación catastrófica (Hcat) 99,8 97,3 91,8 87,1
Índice de concentración (CE) –0,0001 –0,0002 –0,0005 –0,0008
% ponderado hogares en situación catastrófica (WE
cat) 99,8 97,3 91,9 87,2
Gap catastrófico medio de los pagos (Gcat)* 95,3 85,5 76 67,0
Índice de concentración (CO) –0,246 –0,273 –0,303 –0,336
Gap catastrófico medio ponderado de los pagos (WG
cat)* 118,8 108,8 99 89,4
Intensidad PPN: 50% de la atención formal
% de los hogares en situación catastrófica (Hcat) 97,3 88,7 70,7 58,9
Índice de concentración (CE) –0,0002 –0,0007 –0,0015 –0,0018
% ponderado hogares en situación catastrófica (WE
cat) 97,3 88,7 70,8 59
Gap catastrófico medio de los pagos (Gcat)* 46,8 37,6 29,8 23,2
Índice de concentración (CO) –0,272 –0,328 –0,384 –0,445
Gap catastrófico medio ponderado de los pagos (WG
cat)* 59,6 49,9 41,3 33,5
* Puntos porcentuales.
Fuente: Elaboración propia a partir de los microdatos de la Encuesta de Discapacidades 1999.
4.2. Intervenciones públicas alternativas: volumen de gasto
y efectos sobre el empobrecimiento y el catastrofismo
Contenido de las prestaciones y criterios de elegibilidad
Ya hemos señalado que lo característico de las políticas simuladas en este apartado es
que pretenden no sólo evitar el empobrecimiento de los pagos privados, como era el caso de
las políticas evaluadas en el apartado anterior, sino también mitigar la incidencia catastrófi-
ca de los mismos. Por ello, en relación con dicho análisis previo, las que ahora analizamos
han sido generadas mediante algunas especificidades que conviene aclarar.
La primera de ellas es que, además de por el supuesto subyacente en cuanto al porcen-
taje de sustituibilidad de los pagos (100 y 50% de la atención formal), ahora las políticas
también difieren entre si en función de cuál sea el umbral de catastrofismo sobre el que han
sido construidas. Así pues, si antes eran dos las familias de políticas que analizábamos, ahora
serán 8, correspondientes a las distintas combinaciones posibles entre intensidad de los
pagos nocionales (100 y 50% de la atención formal) y los cuatro umbrales catastróficos con-
siderados (10, 20, 30 y 40% de la renta).
Por otro lado, puesto que además de evitar el empobrecimiento ahora las políticas aspi-
ran a eliminar el catastrofismo, el modo en que se han calculado las cuantías de las prestacio-
nes que habría que conceder a los distintos individuos es también diferente. En concreto, su-
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de la cuantía que correspondería otorgar a un individuo cualquiera se realiza en tres etapas.
En la primera, utilizando el mismo umbral de pobreza definido en el apartado anterior
(212 euros equivalentes), se verifica si la renta post-pagos del hogar al que pertenece el indi-
viduo está o no por debajo de dicho umbral, concediéndosele una prestación de cuantía igual
a su gap de pobreza caso de que lo esté. En la segunda etapa, se verifica si el individuo, tras
haber recibido la prestación anterior, sigue o no soportando pagos privados y, más concreta-
mente, si éstos representan un porcentaje de su renta pre-pagos superior al 40%: si el porcen-
taje es inferior, la prestación que finalmente recibe el individuo coincide con la calculada en
la etapa anterior; si se produce la situación contraria, la prestación se incrementa en la cuan-
tía precisa para que los pagos privados representen únicamente el 40% de la renta del hogar.
La tercera etapa, que únicamente se aplica a quienes tienen una renta post-pagos superior al
umbral de pobreza, es idéntica a la etapa anterior: esto es, si los pagos privados exceden el
40% de la renta, la prestación se fija en aquella cantidad que sitúa al sujeto exactamente sobre
el umbral catastrófico; si están por debajo, el individuo no recibe prestación pública alguna.
No obstante, aunque las políticas simuladas en este apartado difieren de las del aparta-
do anterior en el cálculo de las prestaciones, es preciso señalar que unas y otras son idénti-
cas respecto a la otra dimensión que hemos utilizado para caracterizar un determinado es-
quema de intervención. Así, para las 8 familias de escenarios anteriormente señalados, las
políticas que componen cada una de ellas han sido generadas mediante la utilización de los
mismos criterios de eligibilidad comentados previamente. Por ello, si entonces fueron 80 las
políticas, ahora han sido 320 los esquemas finalmente evaluados. 
Resultados
La tabla 3 muestra, para cada una de las 8 familias de políticas evaluadas, los resultados
correspondientes al esquema que hemos coincidido en llamar de acceso universal. La prin-
cipal característica de este esquema es que las prestaciones públicas instrumentadas en cada
caso eliminarían por completo, para el conjunto de la población, tanto el empobrecimiento
como el catastrofismo que en ausencia de intervención pública hubieran generado los pagos
privados nocionales. 
Los principales resultados del resto de políticas simuladas, que recordemos han sido
construidas suponiendo criterios de elegibilidad que se apartan gradualmente del universa-
lismo, aparecen reflejados en los dos gráficos con los que concluiremos nuestro análisis. Uno
y otro contienen únicamente, en aras de la brevedad, los resultados correspondientes a las
políticas que han sido simuladas suponiendo umbrales catastróficos del 10 y del 40% respec-
tivamente, y en ambos casos el escenario de sustituibilidad de la atención formal utilizado
ha sido el del 50%. Asimismo, con el propósito de comparar éstas políticas con las que sólo
pretendían evitar el empobrecimiento, se han superpuesto en los gráficos los resultados que
obtuvimos entonces. 
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POLÍTICA DE ACCESO UNIVERSAL A LAS PRESTACIONES
Umbral catastrófico (% pagos / renta)
10% 20% 30% 40%
Escenario 1: Intensidad PPN: 100% de la atención formal
% de los hogares en situación catastrófica (Hcat)* 0000
Gap catastrófico medio de los pagos (Gcat)* 0000
Gasto público total (M euros anuales) 6.659 5.805 5.102 4.513
Gasto privado total (M euros anuales) 763 1.616 2.319 2.908
Porcentajes “elegibles” 100 100 100 100
Prestación pública completa 14,6 14,6 14,6 14,6
Prestación pública parcial 85,2 82,7 77,7 73,2
Sin prestación pública 0,2 2,7 7,7 12,2
Escenario 1: Intensidad PPN: 100% de la atención formal
% de los hogares en situación catastrófica (Hcat)* 0000
Gap catastrófico medio de los pagos (Gcat)* 0000
Gasto público total (M euros anuales) 3.281 2.542 2.061 1.724
Gasto privado total (M euros anuales) 745 1.484 1.965 2.301
Porcentajes “elegibles” 100 100 100 100
Prestación pública completa 14,6 14,6 14,6 14,6
Prestación pública parcial 82,7 74,2 58,6 49,3
Sin prestación pública 2,7 11,1 26,8 36,0
* Puntos porcentuales.
Fuente: Elaboración propia a partir de los microdatos de la Encuesta de Discapacidades 1999.
En concreto, para el conjunto de políticas que acabamos de mencionar, el gráfico 6
muestra el volumen de gasto público que exigiría su implementación, así como los resulta-
dos respecto al doble objetivo de evitar el empobrecimiento y el catastrofismo si el umbral
catastrófico relevante fuera el correspondiente al 10% de la renta. Por su parte, el gráfico 7
contiene la misma información que acabamos de describir, pero tanto las políticas como las
medidas de catastrofismo que en él se muestran han sido computadas suponiendo un umbral
catastrófico del 40%. 
El gráfico 6 permite constatar la existencia de diferencias notables entre las políticas
que únicamente pretenden evitar el empobrecimiento y las políticas que añaden la miti-
gación del catastrofismo a ese objetivo. Así, aunque ambos tipos de intervenciones son
lógicamente idénticas respecto a la reducción que provocan en las tasas de empobreci-
miento a lo largo del continnum de eligibilidad analizado, las políticas que sólo preten-
den evitar el empobrecimiento tienen efectos muy modestos sobre la reducción del catas-
trofismo: en ninguno de los escenarios, ni siquiera en aquellos que utilizan criterios de
elegibilidad más laxos, el porcentaje de hogares en situación catastrófica logra situarse
por debajo del 80%, o la intensidad de los gaps catastróficos ser inferiores a los 20 pun-
tos porcentuales. 
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Gráfico 6. Resultados de las políticas simuladas: Umbral catastrófico del 10%86 DAVID CASADO MARÍN
Gráfico 7. Resultados de las políticas simuladas: Umbral catastrófico del 40%El gráfico 7, que recordemos realiza la comparativa anterior suponiendo un umbral catastró-
fico del 40%, arroja una fotografía muy distinta a la que acabamos de comentar. Así pues, como
ponen de manifiesto los tres gráficos que en él se muestran, no sólo uno y otro tipo de políticas
generan niveles de gasto similares a lo largo del mencionado continuum de elegibilidad, sino que
los resultados alcanzados en términos de catastrofismo están mucho más próximos entre si. En
concreto, aunque el gráfico que contiene la información relativa al porcentaje de hogares en si-
tuación catastrófica parece desmentir lo anterior, el gráfico que muestra los gaps es el que nos
permite calificar de similares los resultados obtenidos por ambos tipos de políticas: así, si bien es
cierto que las políticas que únicamente pretenden evitar el empobrecimiento no logran situar la
tasa de hogares en situación catastrófica por debajo del 40%, la información sobre los gaps reve-
la que la intensidad de los gastos catastróficos sí logra reducirse sustancialmente; por ello, al com-
parar las políticas anti-empobrecimiento con las simuladas en este apartado, lo que estas últimas
añaden respecto a aquéllas no es demasiado: unos pocos puntos porcentuales de catastrofismo
evitados gracias a unas prestaciones de cuantía ligeramente superiores. En cualquier caso, desde
una perspectiva más general, los resultados anteriores permiten constatar la importancia cru-
cial que tienen los detalles institucionales. Así, en función de cuáles sean los objetivos per-
seguidos por la Administración, y sobre todo del modo concreto en que ésta diseñe las polí-
ticas para alcanzarlos, el impacto presupuestario y las consecuencias sobre el bienestar de los
individuos pueden llegar a ser muy distintos.
5. Conclusiones
En un contexto como el actual, caracterizado por el deseo de ampliar la cobertura públi-
ca en materia de dependencia, el modelo de simulación desarrollado constituye un intento
por valorar distintos esquemas de intervención, concretos en cuanto a sus objetivos, median-
te la explotación de la única fuente de microdatos actualmente disponible en nuestro país. El
principal valor añadido del ejercicio planteado, más allá de los resultados obtenidos, es que
propone un enfoque metodológico que puede resultar de utilidad para valorar empíricamen-
te las distintas políticas por las que puede optar la Administración en este ámbito. Así pues,
en un momento en que el Gobierno Central y las CCAA tienen que decidir cómo se concre-
ta en la práctica la nueva Ley de Dependencia, el modelo desarrollado puede resultar de uti-
lidad para evaluar las consecuencias presupuestarias y distributivas de configuraciones alter-
nativas del nuevo Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD).
De todos modos, aunque el modelo abre una línea de trabajo que puede resultar fructífera,
está claro que son múltiples los aspectos en los que éste puede ser mejorado. En primer lugar,
los parámetros normativos del modelo, que básicamente tienen que ver con los umbrales de em-
pobrecimiento y catastrofismo, así como con el porcentaje de comprehensividad que las presta-
ciones suponen sobre el total de la atención que los individuos requieren, deberían establecerse
de tal modo que reflejaran las preferencias que al respecto pueda tener la Administración. Una
vía alternativa de sustantivar dichos parámetros podría venir de la realización de encuestas, si-
milares a las que se han empleado para derivar preferencias colectivas sobre, por ejemplo, el
grado de aversión social a las desigualdades en salud (Abásolo y Tsuchiya, 2004).
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la extensión con la que cada una de ellas lograría reducir los efectos negativos sobre la si-
tuación económica de los hogares, la utilidad de las simulaciones amentaría si éstas pudie-
ran realizarse considerando tanto la renta como la riqueza. En este sentido, la Encuesta Fi-
nanciera de las Familias Españolas realizada por el Banco de España (Bover, 2004), que por
vez primera en España contiene información sobre la riqueza de los encuestados, puede re-
sultar de especial interés. Así, puesto que dicha encuesta y la ED-99 comparten un buen nú-
mero de variables socio-demográficas relativas al sustentador principal, cabe explorar la po-
sibilidad de realizar un ejercicio de imputación entre una y otra que permita realizar las
simulaciones considerando tanto la renta como la riqueza de los individuos.
Cabe señalar, por último, que el modelo desarrollado proporciona estimaciones sobre el vo-
lumen de gasto público que generarían los distintos esquemas evaluados, pero no contempla
cómo la Administración podría obtener los recursos necesarios para financiar tales gastos. En este
sentido, puesto que son múltiples las alternativas disponibles, sería interesante desarrollar una
nueva versión del modelo que analizara, por un lado, hasta qué punto dichas alternativas permi-
tirían generar los recursos necesarios en cada caso y, por otro, la incidencia distributiva de cada
una de ellas. A este respecto, los trabajos ya existentes en otros países, como es el caso del Reino
Unido (Hancock et al., 2003) o de los EEUU (Wiener et al, 1994), marcan el camino a seguir.
Notas
1. La Encuesta sobre Discapacidades, Deficiencias y Estado de Salud (en adelante, ED-99) constituye la encues-
ta más reciente de ámbito estatal que permite analizar el fenómeno de la dependencia en nuestro país. La ED-
99 no sólo nos ha permitido identificar a las personas mayores dependientes que hay en España, pues contiene
información sobre el grado de autonomía de los encuestados en la realización de un amplio conjunto de ac-
tividades básicas e instrumentales, sino que también nos ha permitido analizar las fuentes de ayuda utilizadas
por dichos individuos (atención domiciliaria, apoyo informal, etc.). Veáse Casado (2006) para una descripción
de las características de la ED-99 y de las principales variables contenidas en ella. 
2. El modelo de simulación únicamente valora alternativas de intervención que tienen como potenciales benefi-
ciarios a personas dependientes con 65 años o más. Son dos los motivos que explican la exclusión de los de-
pendientes de menos de 65 años: por un lado, el debate sobre la dependencia se ha planteado como una
cuestión asociado al envejecimiento de la población y, por otro lado, apenas existe información sobre los de-
pendientes jóvenes y los resursos asistenciales que éstos utilizan. En cualquier caso, según la ED-99, el 70%
de personas dependientes tiene más de 65 años. 
3. Los servicios que se proporcionan “a nivel comunitario” son aquellos cuyos beneficiarios continuan viviendo
en sus hogares como, por ejemplo, la atención domiciliaria, los centros de dia o la teleasistencia. 
4. Dichas medidas, cuyas características serán descritas en detalle con posterioridad, parten de una idea sencilla
en ambos casos: así, en el caso del empobrecimiento, Wagstaff y van Doorslaer definen como empobrecedores
aquellos pagos que, tras su desembolso, sitúan al hogar que los ha realizado por debajo del umbral de pobreza;
el catastrofismo, por su parte, se define como aquella situación en la que el porcentaje que los pagos represen-
tan en relación a los ingresos del hogar es superior a cierto umbral predeterminado (un 30%, por ejemplo).
5. Véase McDaid (2001), o Brower et al (1999), para una discusión de las distintas alternativas metodológicas
disponibles para estimar el valor económico del apoyo informal.
6. Los detalles de la metodología empleada, especialmente los relativos al modelo econométrico estimado,
pueden consultarse en Casado (2006).
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8. Dicha escala otorga un peso de 1 al sustentador principal, 0.5 a los adultos distintos del sustentador principal
y 0.3 a los menores de edad (Ayala et al., 2003).
9. En adelante, utilizaremos la expresión “escenario del 100%” para referirnos a este escenario. Asimismo, tam-
bién en aras de la brevedad, nos referiremos al otro de los escenarios con la expresión “escenario del 50%”.
Por otro lado, en los distintos gráficos que aparecen en las páginas que siguen, identificaremos uno y otro es-
cenario mediante las abreviaturas “AF 100” y “AF 50”.
10. Las personas con un grado de dependencia muy grave son aquellas que necesitan de la ayuda de otras en todas
las actividades básicas e instrumentales consideradas en la ED-99. El resto de categorías que se consideraran
en el presente análisis son dependencia grave, moderada y leve. El contenido exacto de cada una de ellas, así
como el modo en que han sido definidas, pueden consultarse en Casado (2006).
11. En concreto, siguiendo la propuesta realizada a tal efecto por van Doorslaer y Jones (2003), la fórmula utiliza-
da para computar dichos índices de concentración ha sido la siguiente:
donde yi es el valor que toma para el i-ésimo individuo la variable cuyo índice de concentración pretendemos com-
putar (en nuestro caso, Ei u Oi, según estemos calculando CE o CO respectivamente), µ la media de esa variable,
Ri el rango fraccional relativo del i-ésimo individuo en la distribución de ingresos, y COVW la covarianza entre yi
y Ri, ponderada de acuerdo a los pesos poblacionales de los distintos individuos que componen la muestra.
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Abstract
To date, both in Spain as well as in the other Southern European countries, the care for dependent elderly people
has been implicitly considered as a problem of a private nature to be solved by the family. Nevertheless, following
the passing of the new Dependency Act, the foundations have been laid for the creation in Spain of a public long-
term care system with universal coverage. In that context, through the development of a microsimulation model, the
main objective of the article is to assess alternative policy designs that consider higher levels of coverage than those
in place prior to the Dependency Act.
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